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El desarrollo regional en México 
Evolución reciente de la política 
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E 
n México, las estrategias de desarrollo regional se han for­
mulado y cambiado de acuerdo con las diversas concep­
ciones históricas sobre esa cuestión. Uno de los propósitos 

perseguidos es mitigar los problemas ocasionados por el desen­
volvimiento desigual de las regiones provocado, al menos en parte, 
por el mismo proceso económico. En los años cuarenta, cincuenta 
y sesenta se tenían concepciones diversas sobre la cuestión regio­
nal y las diferencias interregionales. Sin embargo, en todas hubo 
un denominador común: privilegiar el crecimiento industrial y 
nacional sobre el regional, pues se consideraba que el proceso 
mismo de crecimiento provocaría, por su propia dinámica y a 
medida que el producto fuera creciendo, una redistribución de 
recursos entre sectores, regiones y personas. Por ello, atender la 
prioridad nacional del crecimiento y redistribuir sus beneficios 
entre grupos y regiones aparecían como partes de un mismo pro­
ceso . Los proyectos que promovían el desarrollo de zonas espe­
cíficas del país buscaban ante todo el desarrollo nacional. Es nece­
sario mencionar, por la importancia que tuvieron, las comisiones 
de las cuencas hidrológicas. La primera, creada en 1947, fue la 
del Papaloapan; 1 la última, establecida en 1960, fue la del río Bal­
sas. Los proyectos de las cuencas hidrológicas se propusieron evitar 
un mayor retraso de determinadas regiones. De esta manera, las 
diferencias que mostraban algunas zonas del pa(s pasaron a ser, 
por primera vez, una preocupación. Mediante las comisiones no 
sólo se buscó construir obras de irrigación y caminos que comu­
nicaran comercial y culturalmente a las zonas por las que pasa­
ban, sino también impulsar mejores niveles generales de bienes­
tar. A lo largo de estas décadas, se introdujo agua potable y 
electricidad a muchos poblados del país, los cuales también fue­
ron comunicados por nuevos caminos. Sin embargo, estos esfuer­
zos no estaban integrados en un planteamiento global. No fue 
sino en 1952, al crearse la Comisión Nacional de lnversiones,2 

como entidad adscrita a la Presidencia de la República, que se 
comenzó a atender de manera coordinada y más efic iente todas 
las inversiones, sobre todo en infraestructura, que venían reali­
zando las dependencias federales y las empresas y los organis­
mos públicos. 

Durante los años sesenta dos nuevos asuntos adquirieron rele­
vancia . Por un lado, el proceso industrial centralizador empeza-

1. Raúl Martínez Almazán, Las relaciones fiscales y financieras inter­
gubernamentales en México, Instituto Nacional de Administración Públi­
ca, México, 1980, pp. 150-151. 

2. Alfredo Cuevas, La transformación de las estructuras administrati­
vas encargadas del manejo del gasto público federal1946-1974, tesis de 
licenciatura, Centro de Estudios Internacionales de El Colegio de Méxi­
co, México, 1986, pp. 29-30. 

* Profesora-investigadora del Centro de Estudios Internacionales de 
El Colegio de México. 

ba a mostrar, ya desde entonces, efectos dañinos. Para evitar una 
concentración más aguda de la actividad industrial se crearon los 
primeros parques industriales en Ciudad Sahagún, lrapuato, 
Torreón, etc. Sin embargo, los efectos de estos parques fueron 
limitados porque se dirigieron sólo a determinados poblados. Por 
otro lado, desde 1961, año en que se creó el Programa Nacional 
Fronterizo, esta zona se declaró prioritaria . A lo largo del tiempo 
se ha buscado darle especial atención; para ello se ha optado por 
fomentar la creación de empleos, impulsar la industria y el comer­
cio de la zona, elevar la competitividad de la producción, e incre­
mentar el turismo. 

Apenas se tomó conciencia de la importancia del desarrollo 
regional a partir del acentuamiento de los desequilibrios interre­
gionales, tanto de orden económico como cultural y demográfico. 

La conciencia de los desequilibrios 
y su agudización 

N o fue sino en la década de los setenta cuando el problema 
de las desigualdades regionales, pero sobre todo el de la 

excesiva concentración en el valle de México, se hizo evidente. 
El régimen del presidente Luis Echeverría Álvarez concibió el desa­
rrollo regional como una tarea de la incumbencia del Gobierno 
federal y consideró que el gasto del Estado era el más poderoso 
instrumento de redistribución . Como consecuencia de ello, de 
1971 a 1976 se realizaron diversas acciones que si bien no estu­
vieron aún integradas en un marco global , sí fueron reflejo de una 
creciente preocupación en la materia. El Gobierno procuró impul­
sar ciertas regiones, como el Istmo de Tehuantepec y Baja Cali­
fornia. Asim ismo, estimuló la inversión en zonas calificadas como 
preferencia les y puso en marcha un nuevo programa de parques 
industriales. También se constituyeron algunos fondos a fin de 
financiar estudios de preinversión en zonas de bajo desarrollo 
industrial. Además, a partir de la reforma de la Ley de Secretarías 
y Departamentos de Estado3 se aplicaron medidas para descen­
tralizar y delegar funciones de la Federación a los estados de la 
República. Con el fin de crear empleos y de arraigar así al cam­
pesino en su lugar de origen, se formularon, a partir de 1973, los 
Programas de Inversiones Públicas para el Desarrollo Rural (Pider), 
los cuales se aplicaron en poblados específicos del país y que 
tenían un carácter intersectorial, pues en ellos colaboraban diver­
sas secretarías de Estado y organismos públicos. Estos programas 
fueron integrados, en etapas posteriores, a un modelo global de 
desarrollo regional. Desde los primeros años del sexenio se dotó 

3. Fernando Silva, "Pianeación regional y descentralización" , en Des­
centralización y democracia en México, Centro de Estudios Internacio­
nales de El Colegio de México, México, p. 136. 
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tam bién a cada entidad federativa de un Comité Promotor del 
Desarrollo Económico (Coprode), órgano de carácter federal que 
nació como respuesta a las necesidades que ya se planteaban, 
por un lado, de planear el desarrollo de cada estado y, por otro, 
de coordinar las decisiones en materia de inversión de los diver­
sos agentes y secretarías en una misma entidad . Finalmente, para 
coordinar el trabajo de todos estos comités, y planear y fomentar 
el desarrollo regional , en junio de 1976 se creó la Comisión Nacio­
nal de Desarrollo Regional y Urbano que, por su carácter inter­
sectorial e interestatal , dependía directamente de la Secretaría de 
la Presidencia. Ya desde 1958, según lo señalaba la Ley de Secre­
tarías y Departamentos de Estado, dicha dependencia era la res­
ponsable del fomento y desarrollo de las regiones y localidades del 
país. Puede considerarse que esta Comisión fue el primer marco 
administrativo de referencia en lo que concierne al fomento del 
desarrollo de las entidades federativas. 

Durante la presidencia de José López Portillo se consideró que 
el desarrollo de las diversas regiones era una urgente necesidad 
ante el crecimiento explosivo y desordenado de las ciudades y 
regiones del país, el cual se había caracterizado por su polariza­
ción : grandes concentraciones urbanas, sobre todo en el valle de 
México y, en contraste, regiones semiabandonadas o con pobla­
ción sumamente dispersa. Este fenómeno de apoplejía, por un 
lado, y parálisis en las extremidades, por el otro, se reveló no sólo 
como inviable a futuro sino como peligroso; por esta razón se 
buscó atenderlo de manera prioritaria y desde diversos frentes. 

Reformar primero el aparato administrativo 

E n el marco de la reforma administrativa se establecieron, 
dentro de la recién creada Secretaría de Programación y Pre­

supuesto,4 la Dirección General de Promoción y Operación 
Regional y Urbana, y la Coordinación de Delegaciones, que 
dependía directamente del Secretario. Con todo tino, el presidente 
José López Portillo planteó que no sólo se trataba de trasladar a 
la provincia actos que se realizaban en la capital, sino de transfe­
rir poder al desconcentrar la ejecución y el manejo de los recur­
sos económicos.5 En este sexenio se consideró que el impulso a 
partir de los mismos estados era insustituible e indispensable. A 
fin de que éstos fueran asumiendo la gran responsabilidad de su desa­
rrollo era necesario dotarlos de recursos humanos, financieros y 
técnicos. Por esta razón, y dentro del marco de la reforma admi­
nistrativa, durante el primer año de gobierno6 se firmó con cada 
entidad federativa un Convenio Único de Coordinación (CUC). 
Con esto se buscaba fortalecer la capacidad de gestión y de reali­
zación de obras públicas por parte de los gobiernos estatales y 
hacer más eficiente el gasto público. Los Convenios Únicos de 
Coordinación (CUC) surgieron como un intento para coordinar 
inversiones y evitar duplicaciones y desperdicio de recursos. Se 
quería impulsar las actividades productivas de los estados, forta­
lecer sus finanzas dándoles mayores ingresos por medio del gas­
to coordinado, así como tomar en cuenta sus sugerencias para 
definir las inversiones federales en cada entidad . De esta mane­
ra, los CUC pretendían, por un lado, contribuir a equilibrar aún 

4. Véase la conformación administrativa de la Secretaría de Progra­
mación y Presupuesto en Alfredo Cuevas, La transformación de las estruc­
turas administrativas . .. , op. cit., pp. 130-159. 

S. José López Portillo, Primer Informe de Gobierno, 7977, Presiden­
cia de la República, México, 1977, pp. 19-20. 

6. /bidem . 
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más el federalismo y, por otro, coordinar las acciones de los diver­
sos niveles de gobierno en asuntos concurrentes o de interés 
común. De 1977 a 1981 se fueron aglutinando dentro de los cuc 
una serie de acciones y programas que, habiendo sido creados 
con antelación, funcionaban separadamente:7 

• Mediante los CUC, en 1977 se transfirieron a los estados los 
Programas Estatales de Inversión (PEJ), que realizaba el Gobierno 
federal en los estados para dotarlos de obras de infraestructura 
(agua potable, alcantarillado, vivienda, caminos, etc.) . Con esta 
transferencia se buscó descentralizar la prestación de servicios 
locales y fortalecer la capacidad de ejecución de los gobiernos 
estatales. Sin embargo, la Federación seguía señalando el desti­
no de los recursos, y además el gobierno receptor estaba obliga­
do a igualar con recursos propios cada peso de transferencia acep­
tado; era, pues, una transferencia condicionada. 

• A fin de dar atención especial a las zonas marginadas del 
país, en enero de 1977 fue creada la Coordinación General del 
Plan Nacional de Zonas Deprimidas y Grupos Marginados (Copla­
mar), cuyos Programas de Atención a Zonas Marginadas funcio­
naban exclusivamente con los recursos que diversos organismos 
y dependencias comprometían para tal efecto. En 1979 estos pro­
gramas también se integraron a los CUC, con lo que se prosiguió 
en la línea de agrupar dentro de un solo planteamiento todas las 
ayudas a los estados. La Coplamar encontró en los CUC una bol­
sa adicional de recursos para financiar sus trabajos. 

• En 1980 se integraron a los Convenios los Programas Sec­
toriales Concertados (Prosec), desarrollados hasta entonces de 
manera coordinada entre diversas dependencias federales, pero 
al margen de los CUC. En la búsqueda de una concepción global 
se vincularon a los Convenios sus acciones, pero no sus recur­
sos, por medio de acuerdos de coordinación, de manera que 
hubiera concertación de acciones y mejor comunicación con los 
gobiernos estatales. 

• También en 1980 se integraron a los CUC los Programas de 
Desarrollo Estatal elaborados por el Comité Promotor de Desa­
rrollo Económico (Prodes) de cada estado a fin de impulsar deter­
minados productos regionales y sectores considerados estratégi­
cos por el gobierno de cada entidad federativa. 

• En 1981 se vincularon y se empezaron a ejecutar por inter­
medio de los cuc los Programas Integrales de Desarrollo Rural 
(Pider), creados desde 1973 para mejorar la situación del medio 
rural más atrasado. 

• A partir de 1981 , la Federación empezó a entregar los Apo­
yos Económicos a Estados y Municipios (Apem) por conducto de 
los Convenios. De esta manera se resolvían, en el corto plazo, 
los problemas de liquidez de los gobiernos para cubrir los gastos 
más urgentes e indispensables, así como los incrementos salaria­
les decididos centralmente. 

Así, se fueron concentrando en los CUC los distintos progra­
mas con el propósito de dar unidad y coherencia al esfuerzo regio-

7. Luis Alberto Sánchez, El Convenio Único de Desarrollo como alter­
nativa para el desarrollo de las entidades federativas en México, tesis de 
licenciatura, Centro de Estudios Internacionales de El Colegio de Méxi­
co, México, 1987, pp. 100-105. 
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CUADRO 1 

Convenio Único de Desarrollo, Presupuesto de Egresos 
de la Federación e inversión pública federal, 1977-7985. 1 

(Millones de pesos) 

Presupuesto 
CUD de Egresos2 Inversión 

1977 S 684 790 582 164 632 
1978 6 768 870 775 215 821 
1979 12 712 990 521 265 441 
1980 26 192 1 192 255 325 638 
1981 40 155 1 444 600 396 910 
1982 36 978 1 816 458 334 665 
1983 15 792 i 385 636 227 781 
1984 19 130 1 305 100 205 360 
1985 16 969 1153754a 201 145a 

l. Precios constantes; 1978 - 1 OO. 
2 .Incluye los diversos programas que se van integrando a los CUCa lo 

largo de los años y que están señalados en el texto del artículo. 
3. Comprende tanto las asignaciones para el sector central como las del 

sector paraestatal controlado (montos ejercidos). 
a. Montos autorizados. 
Fuentes: José López Portillo, informes de gobierno, 1978-1982. Anexos 

programáticos 11-A, y Miguel de la Madrid, informes de gobier­
no, 1983-1985, anexos de política económica y política regional. 

CUADRO 2 

El Convenio Único de Desarrollo como porcentaje 
de otros gastos e inversiones federales, 1977-1985 

1977 
1978 
1979 
1980 
1981 
1982 
1983 
1984 
1985 

Promedio 

Fuente: El cuadro l. 

Presupuesto 

0.7 
0.8 
1.3 
2.2 
2.8 
2.0 
1.1 
l. S 
1.5 
1.5 

Inversión 

3.5 
3.1 
4.8 
8.0 

10.1 
11.0 

7.1 
9.3 
9.9 
7.4 

nal y de hacer compatibles los objetivos y programas nacionales con 
los estatales. Si bien hubo un avance en ese sentido, el hecho 
de que los programas integrados a los CUC continuaran funcio­
nando sin tener un carácter complementario y redistributivo siguió 
siendo un obstáculo importante. Los recursos presupuestarios que 
se otorgaron a los CUC fueron en aumento cada año, sobre todo 
en 1979-1981. La cuestión regional adquirió tal importancia que, 
en el Presupuesto de Egresos de la Federación de 1982, apareció 
por primera vez un ramo específico, el XXVI, al que se denominó 
"Promoción regional". Año con año se incrementó el esfuerzo 
por financiar los Convenios, aunque no dejó de ser reducido en 
comparación con los recursos totales del Presupuesto de Egresos 
o de la inversión pública federal. Lo más que llegó a representar 
fue 2.8% en relación con el Presupuesto y 11% en relación con 
la inversión. 8 

8 . Véanse los cuadros 1 y 2. 
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Paralelamente a las reformas del aparato administrativo y a los 
esfuerzos por fortalecer a los estados desde el punto de vista del 
ejercicio del gasto, se hicieron también adecuaciones por el lado 
del ingreso. Se buscó, por una parte, acrecentar la racionalidad 
y la uniformidad del sistema fiscal; por otra, dotar de mayores 
ingresos a las entidades federativas. Así, en 1980 se promulgó la 
Ley de Coordinación Fiscal y se estableció el Sistema Nacional 
de Participaciones. Con este ordenamiento se eliminó el proble­
ma de la concurrencia tributaria Federación-estados al suprimir­
se la diferencia entre impuestos exclusivos y concurrentes. Se fede­
ral izó el gravamen al comercio y a la industria al crearse el Impuesto 
al Valor Agregado. Con ello, se derogó la mayoría de los impues­
tos estatales indirectos, los cuales constituían una fuente impor­
tante de ingresos para las entidades. Se eliminó la práctica de otor­
gar participaciones impuesto por impuesto y se concedió, a 
cambio, un porcentaje, entonces de 13%, sobre la recaudación 
federal total. Esto se hizo para detener el deterioro relativo (en 
términos del ingreso nacional) que desde 1975 habían estado expe­
rimentando las participaciones. La ley buscaba revertir esta ten­
dencia, lo que de hecho se logró para beneficio de un número 
considerable de estados. En general, éstos vieron aumentar los 
ingresos totales de que disponían, pero también disminuir su auto­
nomía tributaria al depender en mayor medida de las participa­
ciones federales.9 Así, en 1977, 24.3% de los ingresos estatates 
totales provino de sus propios impuestos, 27% de participacio­
nes en ingresos federales y 48.7% tuvo diverso origen (derechos, 
productos, aprovechamientos, deuda, ingresos por cuenta de ter­
ceros). En 1982 sólo 5.6% de los ingresos de las entidades se ori­
ginó en los impuestos estatales, mientras que las participaciones 
en ingresos federales llegaron a representar 64.8%; el 47.6% res­
tante provino de otras fuentes. 10 

La planeación como el elemento integrador 

S e consideró que a fin de que todo este esfuerzo tridimensio­
nal de reforma 11 adquiriera permanencia y fructificara, era 

necesario enmarcarlo dentro de una visión de conjunto y de más 
largo plazo. La planeación y la programación surgieron entonces 
como los instrumentos idóneos. En el Plan Global de Desarrollo 
1980-1982 se reconocía formalmente la competencia de los esta­
dos para planear su desarrollo. Así, a principios de los ochenta 
se transformaron los antiguos Coprodes, creados en el régimen 
anterior y directamente dependientes de la Federación, en Comités 
de Planeación para el Desarrollo de los Estados (Coplades), como 
organismos establecidos por las legislaturas locales que sólo se 
vincularían a la Federación de manera coordinada y que decidi­
rían, junto con ella, los municipios y los sectores social y priva­
do, las prioridades de inversión. 12 

9. Dolores Acevedo, La coordinación fiscal entre la Federación y los 
estados, el caso de México, tesis de licenciatura, Centro de Estudios Inter­
nacionales de El Colegio de México, México, 1987. Véase también INE­
GI, Finanzas públicas estatales y municipales de México, 1975-1984, SPP, 
México, 1983. 

10. Véase el cuadro 3. 
11 . Las tres dimensiones son las instituciones administrativas, la línea 

del gasto y la inversión, y los tributos. 
12. SPP, Lineamientos para la p/aneación estatal, México, 1984, pp. 54-

65, y Antologfa de la p/aneación en México 1917-1985, Fondo de Cultu­
ra Económica, México, 1985, 17 vólumenes. 
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CUADRO 3 

Origen de los ingresos estatales, 1970-7984a 
(Millones de pesos) 

Ingresos 
to tales 

1970 23 897. 3 
1971 26 226.6 
1972 32 433 .6 
1973 39 361.6 
1974 42 075.0 

1975 48 545.6 
1976 54 083.3 
1977 59 588.7 
1978 69 898.0 
1979 85 261.4 

1980 114 359.6 
1981 135 025.1 
1982 120 862.9 
1983 117 127.7 
1984b 130 183.0 

a. Precios constantes, 1978 = 1 OO. 
b .Cifras preliminares. 

% Impuestos 

100 10156.3 
100 11 303.6 
100 12 973.4 
100 13 894.4 
100 11 968.8 

100 12 738.6 
100 13 619. 7 
100 14 462.9 
100 17 463 .0 
100 21 603.2 

100 10 349.6 
100 7 468.0 
100 6 746.0 
100 S 031.6 
100 2 733.8 ----

desarrollo regional en méxico 

Otros 
% Participaciones % ingresos 1 % 

42.3 2 270.2 9.5 11 470.8 48.0 
43 .1 3 304.5 12.6 11 618.5 44.3 
40.0 3 697.4 11.4 15 762 .8 48.6 
35.3 7 754.1 19.7 17 713.1 45 .0 
27.8 8 751.6 20.8 21 354.6 51.4 

26.2 10 728.1 22 .1 25 078.9 51.7 
25 .2 14 446.9 26.7 26 016.7 48.1 
24.3 16 116.3 27.0 29 009.5 48.7 
24.9 17 212 .0 24.6 35 223 .0 50.5 
25.3 21 166.6 24.8 42 491.6 49.9 

9.1 49 500.3 43 .1 54 509.7 47.8 
5.5 65 342.0 48.4 62 215.1 46.1 
5.6 56 543.0 46.8 57 573.9 47.6 
4.3 61 927.3 52.9 so 168.8 42.8 
2.1 67 955 .6 52.2 59 493 .6 45 .7 ---

1 . Incluye derechos, productos, aprovechamientos, deuda pública, ingresos por cuenta de terceros, disponibilidades y cuentas de orden. 
Fuentes: INEGI , Finanzas públicas estatales y municipales, de 1970-1982 y de 1975-1984, SPP, México, noviembre de 1984, p. 17, y octubre de 1986, 

p. 17. Banco de México, Índice de Precios al Consumidor, base 1978 = 100. 

La planeación se concibió como la herramienta por excelen­
cia para la concertación entre sectores, la coordinación de ins­
trumentos y la consecución de fines . Por ello se empezó a desa­
rrollar una infraestructura técnico-administrativa que contribuyera 
a: dar orden y seguimiento a la actividad gubernamental, termi­
nar con ineficiencias y duplicaciones, alcanzar una mejor rela­
ción costo-beneficio en la consecución de objetivos y metas, y 
vincular las políticas y estrategias sectoriales con las regionales. 

En el Plan Global de Desarrollo se incorporó formalmente la 
cuestión regional y se reconoció que a los estados les incumbía 
incrementar su participación en el establecimiento de priorida­
des regionales, así como en la ejecución de programas federales 
de alcance estatal. El impulso desde los estados así como la parti­
cipación de diversos actores sociales se concibieron como pasos 
indispensables para todo proyecto tendiente a mejorar a las 
regiones . 

Durante el sexen io del presidente Miguel de la Madrid Hurta­
do, la planeación ha recibido su mayor impulso. En diciembre 
de 1982 se promulgó la Ley de Planeación y poco después el Plan 
Nacional de Desarrollo 1983-1988. De modo paralelo, se refor­
maron los artículos 25 y 26 constitucionales, en los que quedó 
defin ido que el Ejecutivo federal coordinaría, mediante conve­
nios con las entidades federativas, las acciones conducentes a la 
formulación y el control del Plan Nacional de Desarrollo, el que 
ya incluyó un capítulo consagrado al desarrollo regional. Junto 
con estas acciones se empezó a promover la creación de siste­
mas estatales de planeación democrática, sustentados en el ejer­
cicio de la soberanía de las entidades y que, a semejanza del Sis­
tema Nacional de Planeación Democrática, requerían en primera 

instancia de adecuaciones jurídico-administrativas. Se trataba de 
que cada entidad contara, en la base, con una Ley Estatal de Pla­
neación, como sustento jurídico, y con un Plan Estatal de Desa­
rrollo (Piades) cuyo contenido se integraría con los programas por 
ejecutarse en el estado. Se realizó un esfuerzo considerable en 
estos dos aspectos. Gracias a él, la gran mayoría de las entidades 
pudo promulgar prontamente su Ley de Planeación, así como for­
mular su Plan Estatal de Desarrollo. 

Para dar concreción de corto plazo al plan y a los programas, 
cada entidad se comprometía a elaborar sus Programas Operati­
vos Anuales (POA) y a realizar, asimismo, el seguimiento y eva­
luación de la ejecución correspondiente. El éxito ha sido menor 
en estos dos aspectos, ya que, hasta 1986, sólo nueve entidades 
habían formulado sus POA y únicamente siete habían realizado 
las evaluaciones correspondientes. 13 

Se dispuso que los Coplades serían el único canal de vincula­
ción y comunicación entre los sistemas nacional y estatal de pla­
neación . Los Coplades, como organismos descentralizados de las 
administraciones públicas estatales, cumplen con el objetivo prin­
cipal de ser los órganos de coordinación intergubernamental a 
fin de hacer compatibles los esfuerzos en materia de planeación . 
Como son órganos responsables del proceso de planeación esta­
tal, en su seno se integra el Sistema Estatal de Planeación Demo­
crática. En cuanto al plan y a los programas, al Comité corres­
ponde apoyar su formulación, actualización y congruencia, así 

13. Lu is Alberto Sánchez, El Convenio Único de Desarrollo . .. , op. 
cit., pp. 143-145. 
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como evaluar su operación y facilitar la concertación entre los 
diversos agentes involucrados. Le compete también formular la 
propuesta anual de inversión que se integra al proyecto de Pre­
supuesto de Egresos de la Federación, intentando con ello dar a 
la inversión sectorial una orientación regional. De igual manera, 
la mayor parte de los programas que se ejecutan por medio de 
los CUC entre la Federación y los estados debe decidirse en el 
seno de los Coplades. Como se puede observar, el objetivo ha 
sido fortalecer a estos organismos, dándoles mayores capacida­
des de decisión y control y definiéndolos como la única vía de 
coordinación y concertación. 

Para apoyar estos esfuerzos de planeación y programación, así 
como los de fomento regional, a principios del sexenio se forta­
leció la infraestructura administrativa en la materia. Se creó en 
la Secretaría de Programación y Presupuesto la Subsecretaría de 
Desarrollo Regional, cuyas principales funciones son apoyar el 
proceso de planeación de los estados, normar el funcionamiento 
de las delegaciones en los estados, formalizar los Convenios Úni­
cos de Desarrollo, vigilar el cumplimiento de la normatividad, vigi­
lar la asignación de los recursos, formular diagnósticos socioeco­
nómicos que faciliten la definición de prioridades de inversión 
y proponer medidas para desconcentrar las actividades de la zona 
metropolitana de la ciudad de México.14 

En cuanto a las modificaciones en el gasto coordinado, los CUC 
cambiaron de tónica. Se dio preferencia a la planeación y por ello 
se le llamó Convenio Único de Desarrollo (CUD). Así se acentua­
ba, además, el propósito de fortalecer la participación de los 
gobiernos estatales y municipales en la planeación, programación, 
ejecución y desarrollo interno de la entidad. Los Convenios han 
desempeñado un papel instrumental, buscando concretar las rela­
ciones Federación-estados, ser la vía por la que se pasen recur­
sos y funciones a los estados, así como fortale~er sus facultades 
administrativas, al encargarles la ejecución de las obras. Los CUD 
se han convertido entonces en un aglutinador y ordenador de las 
acciones que se llevan a cabo en un mismo estado. 

Con el fin de dar mayor racionalidad a las acciones que se 
venían realizando por medio de los Convenios, algunos de los 
antiguos programas se modificaron de la siguiente manera: 

• Los Programas Sectoriales Concertados (Prosec) se integra­
ron a los Prodes y se les dio la nueva denominación de Progra­
mas de Coordinación Especial. Funcionan mediante acuerdos de 
coordinación para transferir recursos a los estados dentro del ejer­
cicio fiscal a fin de realizar acciones prioritarias no comprendi­
das en la propuesta anual de inversión de los Coplades, así como 
para apoyar programas de emergencia. 

• Con la denominación común de Programas de Desarrollo 
Regional (PDR) se fusionaron los antiguos PEI, Pider, y los Progra­
mas de Atención a Zonas Marginadas de la Coplamar (desapare­
cida en mayo de 1983). En los PDR todo pasó a formar parte de 
una sola estrategia de desarrollo regional, dentro de la que se apo­
yan tanto la realización de obras de infraestructura básica y de 
desarrollo social como programas productivos. 

• Teniendo en cuenta las repercusiones de la crisis de 1982 
en el empleo, se crearon Programas Regionales de Empleo (PRE), 
a fin de aminorar los estragos de la desocupación . 

14. Reglamento Interior de la Secretaría de Programación y Presupuesto 
publicado en el Diario Oficial el 25 de enero de 1983. 
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• Para atender regiones específicas que abarcan más de un 
estado, se crearon los Programas Regionales Estratégicos (Pres) 
correspondientes a las siguientes zonas prioritarias: Mar de Cor­
tés, Zona Metropolitana de la ciudad de México, Frontera Norte, 
Zona Centro, Zonas Áridas y Sureste. 

Como hemos visto, la cuestión regional aparece en el momento 
actual como una de las más importantes. Sin embargo, debido 
a la crisis económica, los recursos financieros que se le consagra­
ron por medio de los CUD disminuyeron de 1983 a 1985 en com­
paración con 1979-1981,15 lo que empeoró aún más en 1986, ya 
que debido a los devastadores sismos de 1985, la reconstrucción 
y la descentralización se volvieron objetivos prioritarios. Las medi­
das de desconcentración de funciones y de reubicación de per­
sonal y oficinas de las dependencias federales ocuparon el pri­
mer plano en tanto acciones de gran urgencia. 

Creciente dependencia de los 
recursos federales 

or el lado de los ingresos, a principios del presente sexenio 
se presentó una iniciativa importante para fortalecer el desa­

rrollo estata1. 16 En su discurso de toma de posesión, el presiden­
te Miguel de la Madrid Hurtado afirmó que era impostergable un 
cambio en la delimitación de las competencias fiscales. 

En marzo de 1983 se examinó en la XV Reunión Nacional 
Extraordinaria de Funcionarios Fiscales la manera de solucionar 
la dependencia financiera estatal, redistribuyendo las facultades 
fiscales y contribuyendo así a la descentralización de la vida nacio­
nal y al desarrollo regional. La Reunión recomendó el traslado 
de ciertos impuestos y la libre administración por parte de los esta­
dos del Impuesto al Valor Agregado (IVA) o del Impuesto sobre 
la Renta (ISR) . 

Aunque se ha vuelto a estas propuestas, aún no han sido acep­
tadas, sobre todo por la Sec;etaría de Hacienda y Crédito Públi­
co. Esta dependencia argumenta que no es posible trasladar el 
IVA o eiiSR, pues razones técnicas impiden su fragmentación . Al 
fraccionar el IVA se tendría que cambiar el concepto de domici­
lio fiscal, lo que ocasionaría problemas en los acreditamientos y 
devoluciones entre estados e implicaría regresar al tributo en cas­
cada. En lo que toca al ISR, su mérito es justamente global izar los 
ingresos de modo que, al fraccionarlo, se perdería la progresivi­
dad al tener que declararse por establecimiento. Además, la con­
cesión deiiSR sólo beneficiaría a 13 entidades, ya que es en ellas 
donde se concentra 90% de su rendimiento, mientras que esas 
mismas entidades sólo tienen más o menos 60% de las participa­
ciones.17 Vemos entonces que el control fiscal y la uniformidad, 
objeto del sistema, han requerido que estos dos impuestos man­
tengan una legislación y normatividad federales. 

Una buena parte de las entidades federativas se ha inclinado 
más bien en el sentido de perfeccionar los mecanismos actuales 

15. Véanse los cuadros 1 y 2. 
16. Dolores Acevedo, La coordinación fiscal entre la Federación . . . , 

op. cit. , p. 56. 
17. Subsecretaría de Ingresos de la SHCP, Memoria de los trabajos rea­

lizados por las comisiones creadas en la XV Reunión nacional extraordi­
naria de funcionarios fiscales, México, 1983, p. 213. 
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CUADRO 4 

Financiamiento de los programas: Convenio Único de Desarrollo, 1977-1985 
(Estructura porcentual) 

7977 7978 7979 7980 7987 7982 7983 7984 7985 
Federación 62.1 61.5 61.7 64.6 62 .2 67.4 67.7 73.4 74.4 
Estados 27.7 29.1 30.4 27.7 28.8 29.1 30.6 25 .7 25 .6 
Beneficiarios 10.2 9.4 7.9 7.7 9.0 4.5 1.7 

Fuentes: José López Portillo, Informes de Gobierno 1978-1982, Anexos programáticos 11-A, y Miguel de la Madrid, Informes de Gobierno 1983-1986, 
anexos de política económica y política regional. 

de coordinación fiscal y aumentar el porcentaje de recursos fede­
rales participados. Les interesa mejorar las fórmulas de asignación 
de los recursos participales, mejorar los términos de la coordina­
ción y allegarse recursos adicionales mediant~ el sistema vigente. 

Sin embargo, con objeto de compensar la tendencia centrali­
zadora del Sistema de Participaciones, los estados han propuesto 
que se les otorguen mayores facultades en cuanto a las decisio­
nes de inversión, vinculando de alguna manera ambos instrumen­
tos (participaciones e inversión). Han propuesto, por ejemplo, 
crear un impuesto estatal de inversión, acreditable como pago 
provisional deiiSR, cuyo producto se destinaría a obras de infraes­
tructura. Otra propuesta ha sido la de incrementar el fondo general 
de participaciones a costa de la inversión pública federal, transfi­
riendo así nuevas responsabilidades y recursos a los estados.18 

En 1984, la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales pro­
puso repartir entre los estados 35% de la inversión pública fede­
ral y dejar el65% restante a la Federación. Así, se aseguraría una 
cantidad mínima de inversión para cada estado. El 35% se distri­
buiría en función de los factores del fondo general de participa­
ción; de esta forma se distribuiría en concordancia con el esfuer­
zo recaudatorio realizado y el grado de desarrollo económico.19 

De ese 35%, la quinta parte la ejercerían directamente las tesore­
rías estatales (equivalía, en 1984, a la suma de los tres fondos del 
sistema de coordinación fiscal) y las cuatro quintas partes restan­
tes las ejercerían las dependencias federales. 

Hasta ahora estas propuestas no se han adoptado y se siguen 
estudiando los posibles mecanismos para fortalecer la capacidad 
de decisión de los estados, sea por la vía de inversión o por la 
de atribuirles nuevas competencias fiscales. Si para un buen núme­
ro de entidades federativas el sistema de participaciones ha traí­
do en general un aumento en el monto de los recursos con los 
que cuentan, también las ha hecho más dependientes de la Fede­
ración.20 

Al observar la evolución de conjunto de la reforma adminis­
trativa, la planeación, la programación, los Coplades y los CUD, 
así como el sistema nacional de participaciones, a partir de 1976, 
se observa que aun cuando los resultados de los cambios no son 
claros y subsisten contradicciones y deficiencias, ya existen al 
menos la preocupación y el esfuerzo sostenido por ir dotando a 

18. Véanse las diferentes propuestas de las entidades federativas, sobre 
todo las del Estado de México, en Dolores Acevedo, La coordinación fis· 
cal entre . .. , op. cit., pp. 56-75. 

19. Luis Alberto Sánchez, El Convenio Único de Desarrollo . .. , op. 
cit., pp. 80-81. 

20. Véase el cuadro 3. 

los estados de instrumentos y marcos que faciliten y promuevan 
su desarrollo, así como la conciencia de que ello es indispensable. 

Necesidad de una visión integral 

S e han dado pasos importantes en el sentido de vincular la 
planeación global (sectorial) con la regional, pero queda aún 

mucho camino por andar. La compatibilización de metas, políti­
cas, estrategias y acciones nacionales con las regionales es impres­
cindible tanto para el desarrollo del país en su conjunto como 
para el de las entidades federativas en particular. En todo caso, 
es básico tener siempre presente que la descentralización no busca 
separar y dividir sino, al contrario, asegurar y consolidar la uni­
dad nacional dentro de una convivencia más orgánica.21 Es nece­
sario continuar los esfuerzos para redefinir la intervención que 
en el manejo de los instrumentos financieros deben tener tanto 
los estados como la Federación, de manera que las inversiones 
sectoriales, de carácter nacional, correspondan también a metas 
específicas de desarrollo regional. Hasta ahora, la mayor parte de 
la inversión total que se efectúa en los estados la lleva a cabo la 
Federación (80%) y la participación de los estados en la defini­
ción de la misma sigue siendo, por lo general, muy escasa. Es de 
vital importancia reequilibrar esta tendencia, así como repensar, 
concretar y desarrollar algunas de las propuestas esbozadas por 
la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales o las que han 
sugerido directamente los estados en las Reuniones Nacionales 
de Funcionarios Fiscales. Porque, paradójicamente, al mismo tiem­
po que se ha buscado dar mayores capacidades de decisión, mayo­
res recursos y responsabilidades a los estados, también se ha incre­
mentado su dependencia con respecto a la Federación. Esto se 
desprende de la evolución que han seguido las participaciones 
a los estados en los ingresos federales; también es lo que se sigue 
de la evolución del financiamiento de los programas en los Con­
venios Únicos de Desarrollo. La capacidad tributaria de las enti­
dades se vio reducida con la creación del IVA y del Sistema Nacio­
nal de Participaciones. Los Convenios se financian cada vez más 
fuertemente con recursos de la Federación; habría que pregun­
tarse por qué. Por un lado, quizá se explique por la capacidad 
financiera misma de cada nivel de gobierno. Es cierto, los esta­
dos cuentan con menores montos de recursos y, además, los CUD 
se crearon justamente como un medio para transferírselos. Sin 
embargo, en términos relativos, la Federación financió 74% de 
los programas en 1985, mientras que había financiado sólo 62% 
en 1977.22 Sería importante conocer los montos dedicados por 

21. José Carlos Mariátegui, "Regionalismo y centralismo", en Precur­
sores del pensamiento latinoamericano contemporáneo, SEP-Setentas, 
México, 1979, p. 213. 

22. Véase el cuadro 4. 
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los estados a los Convenios en relación con sus presupuestos y 
gastos totales de obras. Así se podría saber si , relativamente, les 
han consagrado mayores, menores o iguales porcentajes, ya que 
es importante averiguar si los estados tienen interés en el meca­
nismo de los Convenios y si efectivamente lo consideran como 
una modalidad de inversión conveniente para su desarrollo. 

Evidentemente, el nacimiento y la introducción paulatina de 
los CUD y de los Coplades, que en sí representan ya pasos impor­
tantes, no han estado exentos de las dificultades inherentes a todo 
cambio. Hay resistencias de una parte y de otra. Así, no se ha 
contado con los recursos suficientes para adecuar, en un corto 
lapso, las administraciones estatales a estos nuevos y complejos 
conceptos y procesos de planeación, programación, ejecución 
y evaluación; con frecuencia la normatividad federal no se ha com­
prendido y se le considera una imposición; tampoco ha sido 
raro que exista duplicidad de tareas entre las funciones que reali­
zan los Coplades y las que lleva a cabo la secretaría estatal que 
maneja la planeación y el presupuesto; se ha observado una rota­
ción frecuente y nociva por parte de los funcionarios -sobre todo 
federales- que asisten a las reuniones de los Coplades; en muchos 
casos, el seguimiento y la evaluación de los compromisos con­
traídos son deficientes; el procedimiento para autorizar el ejerci­
cio se vuelve tan complejo y tan largo que, en ocasiones, sólo 
quedan seis meses para ejercer los recursos de todo el año, lo 
que explica, cuando menos en parte, que los escasos montos auto­
rizados en los programas de los Convenios no se ejerzan siempre 
en su totalidad, agravando con esto la pobreza de las transferen­
cias. Será necesario resolver gradualmente todas las dificultades 
de asimilación y los problemas de funcionamiento que han ido 
surgiendo a medida que se incorporan nuevos instrumentos y pro­
cedimientos sobre los que, hasta antes de 1970, no se tenía expe­
riencia en México. 

Por otra parte, parece imprescindible concebir las fases de 
ingreso y de gasto-inversión como simultáneas, ya que ambas for­
man parte de un mismo y único proceso de desarrollo. Es nece­
sario vincular fuertemente las mayores responsabilidades de gas­
to e inversión que se encarguen a los estados con una mayor 
distribución entre ellos de los recursos fiscales. La política de desa­
rrollo regional debe ser unitaria e integrar en un solo esquema 
los diversos instrumentos financieros que la respaldan: participa­
ciones fiscales, inversión pública, convenios únicos de desarro­
llo, etc. Es indispensable una apreciación de conjunto, ya que sólo 
mediante ella podrá lograrse que los instrumentos financieros uti­
lizados se compensen entre sí y que toda entidad se vea benefi­
ciada, cuando menos, gracias a alguno de ellos. Resulta funda­
mental establecer criterios claros, expresos, que sirvan de base 
para determinar coordinadamente las asignaciones de los recur­
sos fiscales participables y de la inversión pública y otras transfe­
rencias . Sólo así se llegará a una redistribución de recursos que 
permita el desarrollo de todas las entidades y que combata al mis­
mo tiempo, y como algo permanente, las desigualdades que sub­
sisten entre ellas. 

Esta vinculación ingreso-gasto exige por necesidad un vínculo 
estrecho y continuo en la cabeza, es decir, entre las secretarías 
de Hacienda y Crédito Público y de Programación y Presupues­
to . Ante propuestas como la que hizo la Comisión Permanente 
de Funcionarios Fiscales en 1984 para vincular el funcionamien­
to de la inversión pública con el de las participaciones fiscales, 
da la impresión de que las secretarías -en este caso, la SHCP­
prefieren que las fases de ingreso-gasto se mantengan separadas, 
con el fin, quizá, de no provocarse conflictos mutuos ni de meterse 
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en terreno ajeno. Tal vez sea ésta una de las razones que expli­
quen la frialdad con la que fue acogida dicha propuesta. Sin 
embargo, es preciso insistir en que sólo con una visión de con­
junto y con vínculos de planeación y también operativos, coti­
dianos, entre los instrumentos diversos que financian el desarrollo 
regional , podrá evaluarse integralmente el esfuerzo en esta materia 
y podrá concretarse la manera de aminorar los desequilibrios in­
terestatales. 

Finalmente, hay dos grandes riesgos que, aunque de índole 
diversa, son producto de problemas que se han vuelto amena­
zantes y nos han sofocado durante la presente década. Por una 
parte, tal parece que lo más urgente e imprescindible es desean­
centrar las actividades de la zona metropolitana de la ciudad de 
México, cuyos niveles de contaminación, densidad de población 
y dificultades de toda clase son bien conocidos. Aunque esto es 
en verdad importante en la política futura de desarrollo regional, 
no debe de tener tanto peso que haga de la desconcentración 
algo que provoque perjuicios y cree problemas graves en otras 
partes. No parece posible el desarrollo de las otras regiones del 
país por el camino de desconcentrar las actividades de la zona 
metropolitana, como a veces se cree, según se ha visto .' Al con­
trario, en la medida en que otras regiones se desarrollen en fun­
ción de sus riquezas particulares, de su situación geopolítica y 
de su perfil propio, serán capaces de tener más industrias y comer­
cios y de asimilar un mayor número de pobladores y aun de ofi­
cinas federales u organismos descentralizados. De otra forma pue­
de resultar, y a veces da la impresión de que eso ocurre, que se 
p;esione a las entidades federativas para que reciban cargas sin 
la preparación adecuada, a fin de aliviar a la zona metropolitana 
de la ciudad de México. Con esto -y no sin razón- se exacer­
ban los sentimientos que ya hay contra la capital. Si es importan­
te resolver los problemas de ésta, también lo es resolver los de 
las entidades; algunas han estado esperando largos años. Hay que 
ponderar el peso que deben tener, dentro de una política nacional­
regional, ambos tipos de entes (capital-estados), evitando dejarse 
llevar, en detrimento de los segundos, por la que parece ser la 
urgencia más evidente. 

Otro gran riesgo se corre, evidentemente, en relación con el 
problema de la crisis económica. Frente a la precariedad de los 
recursos, frente a la presión de la deuda pública, de la inflación 
y del desempleo, puede resultar postergado el desarrollo regio­
nal. Quizá se caiga en la tentación de volver a centralizar argu­
yendo que, frente al apremio económico, y a los grandes pro­
blemas sociales que entraña la crisis, es necesario que la Federa­
ción tenga flexibilidad para manejar los instrumentos financieros 
y cambiar con prontitud tasas, procedimientos, presupuestos, etc. 
Sin que esto deje de ser cierto, parece sin embargo indispensa­
ble revertir las tendencias centralizadoras que por décadas han 
marcado el desarrollo del país y que han sido una de las causas 
de los problemas actuales. Es necesario realizar de manera per­
manente un e5fuerzo presupuestario relevante que, por la vía del 
conjunto de instrumentos financieros a disposición de cada esta­
do, facilite la promoción de inversiones, fomente el mejoramien­
to de las administraciones estatales y favorezca la recaudación 
fiscal estatal, así como una mejor coordinación con la Federación . 
Pese a la crisis, es necesario continuar y mejorar el programa de 
desarrollo regional , reservándole un adecuado porcentaje anual 
de recursos . De continuar permitiendo el aumento de la apople­
jía, por un lado, y de la parálisis en las extremidades, por otro, 
no se hará sino contribuir a agravar los problemas que ya, hoy 
por hoy, resultan asfixiantes. O 


